Límites temporales al poder del Estado

La prescripción de los delitos culposos y dolosos: se ajusta a derecho?

Para comprender la finalidad del presente trabajo, resulta necesario transcribir parte de los artículos 65, 67, 94 y 162 del Código Penal de la Nación.

Art. 65: las penas se prescriben en los términos siguientes: inc. 3 la de reclusión o prisión temporal, en un tiempo igual a la condena.

Art. 67 segunda parte: la prescripción se interrumpe solamente por:

a)    La comisión de otro delito;

b)    El primer llamado efectuado a una persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de recibirle declaración indagatoria por el delito investigado;

c)    El requerimiento acusatorio de apertura o requerimiento de elevación a juicio, efectuado en la forma que lo establezca la legislación procesal correspondiente; 

d)    El auto de citación a juicio o acto procesal equivalente; y

e)    El dictado de sentencia condenatoria, aunque la misma no se encuentre firme.

Art. 94 primera parte: Se impondrá prisión de un mes a tres años o multa de mil a quince mil pesos e inhabilitación especial por uno a cuatro años, el que por imprudencia o negligencia en su arte o profesión, o por inobservancia de los reglamentos o deberes a su cargo, causare a otro un daño en el cuerpo o en la salud.

Art. 89: Se impondrá  prisión de un mes a un año, al que causare a otro, en el cuerpo o en la salud, un daño que no esté previsto en otra disposición de este Código.

De su análisis surge prístinamente, una cuestión, injusta, susceptible de una búsqueda urgente de solución.

Veamos un ejemplo práctico: de la armonización de los cuatro artículos mencionados inferimos que un delito doloso puede prescribir antes que un culposo.

La pregunta: esta situación se ajusta a derecho?

Si tomamos en cuenta la modificación introducida  por la ley 25890 en el art. 67 del C.P. la justificación podría encontrarse en el culposo, especialmente en el fuero correccional, donde tramita el 67 % de las causa penales “denunciadas”; y aquí debiéramos detenernos en explicar las diferencias entre los vocablos “plazo razonable” y “juicio rápido”.

Plazo razonable es la expresión más significativa que utiliza la dogmática de los derechos fundamentales para regular la prerrogativa del imputado a que su proceso termine tan pronto como sea posible. Esta redacción proviene del art. 6.1 del Convenio Europeo sobre Salvaguarda de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales (CEDH), suscripto en Roma en 1950, donde el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha elaborado siete criterios para determinar si en cada caso existe o no exceso del “plazo razonable” mencionado en la citada norma. Conforme a la jurisprudencia del tribunal, esos siete criterios “…se refieren a la duración de la detención en sí misma; la naturaleza del delito y la pena que tiene señalada; los efectos personales sobre el detenido de orden material, moral y otros, la conducta del acusado; la manera en que ésta ha sido llevado por las autoridades judiciales y la actuación de estas autoridades durante todo el procedimiento”. 

La excesiva duración del proceso penal, como ya fue adelantado, es un animal bicéfalo, ya que afecta al individuo que sufre una persecución penal desmesurada en el tiempo, pero también a los fines de realización del derecho penal objetivo (condenar al culpable y absolver al inocente a través de resoluciones correctas  –material y formalmente-  y definitiva), que no pueden ser alcanzados cuando, como sucede en los hechos, los procesos penales duran indefinidamente.

Recapitulando, se debe decir que toda persona perseguida penalmente cuenta con un derecho fundamental a ser juzgada, sin dilaciones injustificadas o indebidas, dentro de un plazo razonable. Esta prerrogativa es regla expresa del derecho internacional de los derechos humanos y también de algunas constituciones y leyes procesales secundarias.

La opinión dominante ha entendido que, ante todo, el plazo razonable no es un plazo, sino una pauta genérica útil para evaluar, cuando el proceso penal ya ha concluida, si su duración ha sido razonable o no. Hay que hacer notar, entonces, que esta postura constituye, abiertamente, una doctrina del “no plazo”, pues afirma de modo terminante que el plazo razonable no se puede medir en “días, semanas, meses o años”, sino que, en todo caso, concluido el proceso será analizada la razonabilidad de su duración a través de ciertos criterios de examinación, ni únicos ni precisos, que permitirán al evaluador afirmar si el proceso ya cerrado ha sobrepasado la extensión máxima tolerada por el derecho.      

Superando este escollo, aparece otro, quizás más contundente aún: utilizando una terminología alejada del ordenamiento jurídico, podemos afirmar que la prescripción favorece antes a quien “delinque”, por encima de aquel que comete un delito, pero “sin intención”. Ya en el proyecto Tejedor hace expresa referencia a la peligrosidad de quien actúa con “dolo” basándose en el Código Penal de Baviera que distingue la prescripción en material criminal de la institución en materia civil, rechazando que el punto de vista de ésta pueda ser aplicable a la primera: “En derecho civil, el tiempo sólo, sin otras condiciones, puede producir efectos; porque importa no dejar la propiedad en la incertidumbre; y porque el hombre negligente que pierde sus derechos debe culparse a sí mismo. En el derecho penal, el simple lapso no puede destruir la penalidad: porque de otro modo bastaría a un malhechor hábil borrar las trazas de su crimen, o fugarse para procurarse la impunidad. El beneficio no lo puede aprovechar el que se oculta, destruye los medios de prueba, o procura de cualquier otro medio ilícito trabar la acción de la justicia y sustraerse al castigo; no es pues, el tiempo, sino más bien la mejora manifestada durante este tiempo por el culpable, la que extingue el crimen. Así el art. exige una buena conducta no interrumpida durante el tiempo de la prescripción”. En la parte final de la nota afirma que el fundamento principal de la prescripción de la acción penal radica en la “dificultad presunta de justificar la acusación o apoyar la defensa en pruebas ya existentes”; en cambio, encuentra tal fundamento respecto a “la prueba ya producida por un fallo no ejecutado en los tormentos legales que ha debido sufrir el condenado, o en un generoso olvido de la vindicta pública”.

Casi 80 años después, un fallo de un tribunal de la Pcia. de Bs. As. respecto a una causa sobre lesiones culposas (quemaduras) provocadas en un accidente de tránsito nos ilustra  demostrando el Código de Baviera no se equivocaba.

En el caso que nos ocupa es interesante transcribir textualmente la opinión vertida por uno de los miembros de la Comisión de Legislación Penal de la Comisión de Derecho, quien justifica la sanción de la ley 25189 (B.O. 28/10/99) basándose, justamente en la causa antedicha. Dice: “Por supuesto que considero que la conducta desarrollada por el imputado fue a todas luces imprudente y antirreglamentaria, pero deviene conveniente recordar que este tipo de accionar dio casualmente origen a la reforma de los arts. 84 y 94 del Código de fondo, resultando ilustrativo transcribir parcialmente el discurso del miembro informante, Senador Pardo: “El tema de la modificación del régimen de los delitos culposos previstos en el Código Penal, teniendo en cuenta los expedientes CD. 29/97 y S.749/99, ha merecido el tratamiento y el desarrollo que esta comisión determinó en el texto cuya sanción aconseja aprobar. Dadas las atendibles demandas de la sociedad en lo que hace a la necesidad mayor punición del delito culposo, particularmente ante el incremento de la reacción penal bastaría con leer un diario de circulación nacional, el más importante del país en el día de ayer, donde se daba cuenta de que una de esas conductas tipificadas en el Código Penal como culposa ocasionó el incendio de un auto, chocado por un joven que efectuaba picadas en una avenida, lo cual produjo como consecuencia quemaduras de carácter grave en la victima. También destaco la importancia de la labor realizada por la comisión de asuntos penales. Este dictamen tiene larga data y hoy lo tratamos, desgraciadamente, porque ocurrió el luctuoso hecho del atropellamiento por una picada en una avenida de Buenos Aires (cfr. La Ley, Antecedentes Parlamentarios, 2000-B pág. 2459)”.

Con este fundamento, en esencia, se sancionó la ley 25189 (B.O. 28/10/99), la cual establece que: “Será reprimido con prisión de seis meses a cinco años e inhabilitación especial, en su caso, por cinco a diez años el que por imprudencia, negligencia impericia en su arte o profesión o inobservancia de los reglamentos o de los deberes a su cargo, causare a otro la muerte. El mínimo de la pena se eleva a dos años si fueren más de una las víctimas fatales o si el hecho hubiese sido ocasionado por la conducción imprudente, negligente, inexperta o antirreglamentaria de de un vehículo automotor” (art. 84 C.P.). Asimismo, el art. 94 del mismo Código, quedó redactado de la siguiente forma: “Se impondrá prisión de un mes a tres años o multa de mil a quince mil pesos e inhabilitación especial por uno a cuatro años, el que por imprudencia o negligencia, por impericia en su arte o profesión, o por inobservancia de los reglamentos o deberes a su cargo, causaré a otro un daño en el cuerpo o la salud. Si las lesiones fueran las descriptas en los arts. 90 y 91 y concurrieran alguna de las circunstancias prevista en el segundo párrafo del art. 84, el mínimo de la pena prevista en el primer párrafo será de seis meses o multa de tres mil pesos e inhabilitación especial por dieciocho meses”.

Tanto el discurso parlamentario transcripto como de la consecuente reforma, puede extraerse sin esfuerzo alguno que para el legislador las conductas delictivas como la reprochada en autos, se encontraban incluidas dentro del tipo culposo y, de hecho, las mantuvieron así, aunque aumentando la sanción punitiva. La solución parece acertada, sin obviar que quizá merezca el reproche de ser tardía y espasmódica. Es innegable que la sociedad había reclamado una más severa penalización para este tipo de delitos, pero esto no autoriza a forzar el derecho penal para que una conducta típicamente culposa –por más imprudente y hasta temeraria que sea- puede subsumirse en una figura dolosa.

El tribunal abdicó en meritar realmente si T. se conformaba o no con la realización de los tipos jurídicos endilgados, entendiendo que no debía “desentrañar” la voluntad  del imputado. El elemento volitivo del dolo directamente no fue tenido en cuenta, dejándolo adrede del lado y olvidando que es obligatorio para el juez considerar no sólo las circunstancias objetivas, sino también las subjetivas del hecho reprochado, toda vez que allí se encuentra la clave para diferenciar una conducta desplegada con dolo eventual de una desarrollada con culpa consciente. El límite es sutil, más no sin trascendencia.

El art. 1 del mencionado proyecto establece los siguientes plazos de prescripción del “derecho de acusar” a) para las infracciones castigadas con prisión o arresto, 2 meses, b) para los crímenes o delitos sujetos a presidios o penitenciaria por tiempo determinado, 8 años; c) para los crímenes o delitos que tengan conminada pena de muerte, presidio o penitenciaria por tiempo indeterminado, 12 años.

El art. 2 señala los siguientes plazos de prescripción de las penas: a) para las de muerte, presidio o penitenciaria por tiempo indeterminado, 30 años; b) para los de presidio o penitenciaria por tiempo determinado, 20 años; c) para las demás penas privativas de libertad, “un tiempo igual al de la condena, con un aumento de 2 años”; d) para la multa, 3 años.

El último párrafo del mismo art. introdujo la comisión de otro delito como causal de la interrupción de la prescripción de la acción penal de la siguiente forma: “si antes de vencido el termino comete el reo un nuevo delito de la misma especie, o que merezca igual o mayor pena, la prescripción queda sin efecto”.

En la nota respectiva expresaba que “la prescripción se haya fundada generalmente sobre la esperanza del arrepentimiento del culpable y sobre la presunción de que estará corregido después de cierto tiempo. Pero si hallándose siguiendo el curso de la prescripción en los relativo a un delito, se comete otro por el mismo criminal, parece natural que el tiempo se interrumpa, y no pueda seguirse esperando los efectos requeridos, puesto que el reo no ha desmentido con sus conducta la presunción que la ley había hecho en su favor”.

La institución de la prescripción de larga tradición en la historia del derecho penal, ha merecido el rechazo total o parcial de algunos doctrinarios, como Bentham (“deja una puerta abierta a la impunidad e incita a la perpetración de delitos”), Saldaña (constituye “un premio a la ligereza del criminal que huye”) o Beccaría (la niega para delitos atroces). El positivismo criminológico italiano rehúsa su aplicación a los delincuentes habituales, locos o natos. “Aunque con matices distintos, el peso de todos estos argumentos  se hace descansar únicamente en consideraciones preventivo-generales negativas: la pena dejar de cumplir su carácter intimidatorio.

El concepto de dolo inferido en el derecho argentino del art. 34, inc. 1, C.P., toma en cuenta que él requiere para la punibilidad comprender la criminalidad del acto (cuya comprensión abarca la antijuridicidad) y que admite que dicha comprensión está ausente en los casos de error o ignorancia, no solo en la “incapacidad” (inimputabilidad): el que no sabe que hace lo antijurídico, no actúa dolosamente; pues, muy lejos de un dolo desvalorado.

La otra forma con que se revela la situación anímica del autor respecto de su hecho es la culpa.

En la acción culposa también se aprecia en el autor la voluntad de adoptar una conducta contraria al mandato (de seguridad), pero sin referirla al tipo penal. En otras palabras se viola el mandato procedente del ordenamiento jurídico, pero sin querer hacerlo por medio de la forma prevista en el tipo. Un valioso antecedente lo constituye el proyecto de 1998, la Comisión encargada de las reformas puntuales del Código Penal, designada por la resolución del Ministerio de Justicia de la Nación Nº 20, del año 1997, integrada por los doctores Edgardo Donna, David Baigún, Carlos Chiara Diaz, Oscar Roger, Marta Paz y Mario Liporace, explica, en la Exposición de Motivos de su Proyecto, que propone la adopción del principio de oportunidad y para ello proyecta introducir reformas a los arts. 73 y 74 del Código Penal vigente. La imposibilidad material de dar cumplimiento al sistema de legalidad procesal actual determina la aplicación de procesos formales de oportunidad, según los cuales, cuando el órgano jurisdiccional competente toma conocimiento del hecho probablemente punible, queda en sus manos renunciar o suspender a la persecución pertinente, conforme a los criterios que la ley señala y que sustituyen a los que de hecho e informalmente operan actualmente. La reforma sustancial es la que se consigna en el art. 74 la que dispone: “la acción penal es pública y deberá ser ejercida de oficio excepto en los supuestos previstos en la ley. La acción podrá renunciarse o suspenderse cuando: “EL HECHO COMETIDO POR IMPRUDENCIA, NEGLIGENCIA O IMPERICIA  HUBIESE TENIDO COMO CONSECUENCIA DIRECTA POR EL AUTOR UN DAÑO FÍSICO O MORAL GRAVE, Y A CAUSA DE ELLO, LA PENA FUERA INADECUADA”.  Es decir, el mandato que se viola no es directamente aquel en que se apoya el tipo para reforzar la protección del bien jurídico, sino otro distinto, aunque relacionado con la seguridad de éste (el art. 84 C.P., que pune el homicidio culposo, también se estructura sobre el “no matarás” del ordenamiento jurídico, pero el agente no dirige su acción a su violación, sino a mandatos que lo obligan a adoptar conductas de seguridad que han sido impuestas –explícita o implícita- por el derecho para restringir las posibilidades de ataque al mismo bien jurídico que aquel otro protege: ej., no pasar de una determinada velocidad de marcha, etc.).

El deber de cuidado, como ya lo hemos expuesto, ese mandato es el que determina el deber de cuidado, obligando a adoptar conductas cuidadosas o, inversamente, prohibiendo conductas que pueden ser peligrosas para el bien jurídico (en reglamentaciones sobre actividades determinadas –como puede ser un reglamento de tránsito-, atinentes a profesiones, “lex artis”, -ej., reglamentación de trasplantes de órganos-, etc.).

Pero muchas veces la antijuridicidad de una específica conducta no está de tal modo circunstanciada en el ordenamiento jurídico; entonces habrá que buscarla  empleando parámetros de “normalidad” social de las conductas  que se observan dentro de la actividad de que se trate.

Se nota, entonces, que si comúnmente –salvo excepciones a las que ya nos hemos referidos- en los casos de delitos dolosos no es imprescindible un particular examen del aspecto positivo de la antijuridicidad, bastando en principio, la referencia del tipo (el homicidio doloso, como violación voluntaria del mandato, es ya en sí una conducta antijurídica salvo situaciones determinadas), dicho examen es siempre indispensable en el delito culposo: el juez tendrá que apreciar, en cada caso , si de acuerdo con los reglamentos jurídicos o las reglas “de normalidad”, la conducta precedente del autor que originó el peligro cuyo desarrollo terminó concretando el resultado típicamente previsto, realmente ha desconocido el deber de cuidado (por eso, como vimos, los tipos culposos quedan comprendidos entre los “abiertos”) que a él personalmente le incumbía.

 En síntesis: urge encontrar una respuesta favorable al dilema que plantea la prescripción anticipada del “dolo”, por sobre la “culpa” y conseguir así una equidad reclamada de antaño. 
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